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1. ANTECEDENTES HZSTORZCOS DE LA COMUNIDAD 
EUROPEA 

1 .  Comunidad Europea del carbdn y del acero 

La presente investigación tiene por objeto analizar la trascendencia 
que tiene la Jurisprudencia emitida por el Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Enropeas en el ámbito del Derecho comunitario. 

En 1950, Robert Schuman, ministro de Relaciones Exteriores fran- 
cés, propuso establecer entre Francia y Alemania Federal una unión 
d e  industrias del Carbón y del Acero,l que estarfa abierto a todos los 
pises democráticos de Europa, c m  el objetivo de una sola institución 
europea. Fue el primer paso hacia la Europa unida y se le conoce 
coma Acta de nacimiento de la Comunidad Europea. 

Como consecuencia, en 1951 se creó la Comunidad Econhmica del 
G r M n  y del Acero (CECA), también conocida como el Tratado de Pa- 
rís, compuesta por Alemania, Francia, Italia, Bélgica, Luxemburgo y 
Paises Bajos, para dirigir conjuntamente la producción de las dos sec- 
tores econ6mi~os.~ 

El Tratado de la Comunidad Económica del Carbón y del Acero 
(TCiEGA), se funda en la abolición y prohibición de todo derecho de 

+ Egresado de la Facultad de Derecho de la UNAM, con estudios de Especializa- 
ción en Derecho Mercantil y Derecho Comunitario en la Universidad de Salamanca 
y cursa actualmente la maestna en Derecho Internacional en la UNAM. 

1 Dicha propuesta es conocida como Declaración Schumn y, aunque fue presen- 
tada por el citado ministro el 9 de mayo de 1950, fue concebida y elaborada por 
Jcan Monnet, Comisario del Plan de Modernización y Equipamiento de Francia, 
qgien actualmente es conocido como uno 'de los Padres de Europa. 

2 El Tratado se firmó'en la ciudad de Paris el 18 de abril de 1951 y entró en 
ligor el 23 de julio de 1952, Jean Monnet fue nombrado presidente de la Alta 
Autoridad. El Reino Unido declinó la invitación a formar parte'del Tratado debido 
a sus intereses econbmicos centrados en la explotaci6n de sus colonias. 
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entrada o salida, exacciones de efecto equivalente y toda restricci~n 
cuantitativa a la circulación de 106 pro,ductos y las personas que trabn- 
jan en esos se~tores.~ 

Los objetivos del TCECA son: velar por la regularidad de los abas- 
tecimientos, asegurar la igualdad de acceso a las fuentes de produccibn, 
conseguir la fijación de precio's al nivel más bajo posible, mejorar las 
condiciones laborales y de vida de los trabajadores y, por último, fo- 
mentar el desarrollo de los intercambios intana~ionales.~ 

2. Comunidad Económica Europea y Comunidad Europea 
de la Energia Atómica 

En junio de 1955, a propuesta italiana, x 01-ganizb la Conferencia 
de Messina, en donde se reunieron les seis estados miembros de la. 
CECA. Se a& un Comité Intergubernamental de Expertos, presidido 
por el belga Spaak, cuyo infor~ne,~ fue la base de las negociaciones que 
tuvieron lugar en el Castillo de Val Duchese, Bruselas, y que condu- 
jeron a la firma de los Tratados Constitutivos de la Comunidad Eco- 
nómica Europea (CEE) y de la Comunidad Europea de la Energía 
Atómica (CEEA o E u r a t ~ m ) . ~  

Los objetivos generales de la CEE son la promoción de un desarro- 
llo armonioso de  las actividades econ6micas en el conjunto de la Co- 
munidad, una expansión continua y equilibrada, una estabilidad ne- 
ciente, una elevación acelerada del nivel de vida y relaciones mis es- 
trechas entre los Estados que la integran.7 
Los medias generales conducentes a esos fines han consistido en el 

establecimiento de un mercado común y la pragresiva aproximación 
de las políticas económicas. La n d ó n  de mercado común se fundaba, 
al igual que en la actualidad, sobre cuatro libertades fundamentales 
para e1 mercado: libre circulación de mercancías en un régimen de 
competencia libre y leal, libre circulación de personas y de servicios, 
libertad de establecimiento y libre circulación de capitales. 

La CEEA o Euratom tiene como objetivos generales el estableci- 
miento de las condiciones necesarias para la formación y el creeirnien-- 

3 Articulo 4 TCECA, 
4 Articulo 3 TCECA. 
6 Conocido como Rapport Spaak, presentado el 21 de abril de 1956 en Venecia. 
6 Firmados en la ciudad de Roma el 25 de marzo de 1957, mismos que entraron 

en vigor el 1 de enero de 1958 para sus seis Estados parte: Francia, Alemania, Ita- 
lia, Belgica, Paises Bajos y Luxemburgo. 

7 Articulo 2 del Tratado de la CEE. 
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to rápidos de las industrias nucleares. A esos fines la Comunidad se 
compromete a desarrollar la investigación y la difus'ión de los conoci- 
mientos técnicos, establecer normas de seguridad uniformes para la 
protección sanitaria de la población y de los trabajadores, facilitar 
las inversiones, velar por el abastecimiento regular, garantizar la utili- 
zación pacífica de las materias nucleares y crear un mercado común 
que garantice la libre circulacibn de los materiales y equipos, de los 
capitales para inversiones nucleares y de 101s trabajadores. 

3. Ampliaciones de los Tratados 

En la Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno de La Hayas se 
acuerda la ampliación al Reino Unido, Noruega, Dinamarca e Irlan- 
da. Las negxiaciones comenzaron en junio de 1970 y concluyeron con 
la firma del Tratado de Adhesión y el Acta relativa a las condiciones 
de la misma el 22 de enero de 1972. Sin embargo, un referéndum cele. 
brado en Noruega impidió a este p i s  ser rniembr0.O El Tratado entró 
en vigor el 1 de enero de 1973, pasando las Comunidades Europeas a 
tener nueve Estados miembros. 

Grecia, Portugal y España terminaron con sus regímenes dictatoria- 
les y se vieron inmersos en un proceso de democratización que tuvo 
como consecuencia su deseo de sumarse al proceso de integración euro- 
pea. Grecia firmó el Tratado de Adhesión el 28 de mayo de 1979,1° 
razón por la que las Comunidades Europeas se vieron integradas por 
diez Estados. 

Portugal y España solicitaron su adhesión,ll firmándose el Tratado 
de Adhesión de  ambos países el 12 de junio de 1985.12 La adhesión 
portuguesa y española entró en vigor el 1 de enero de 1986 y las Co- 
munidades Europeas, luego de un proceso de 35 años, doblaron al 
número de Estados miembros a doce. 

Austria, Noruega, Finlandia y Suecia, presentaron sus solicitudes de 
adhesión en los años de 1992 y 1993. Las negociaciones finalizaron 
con la firma del Acta de Adhesi6n en &rfú.13 Sin embargo, el pueblo 
noruego volvió a contrariar a sus gobernantes rechazando, por segun- 

8 Misma que tuvo lugar el I y 2 de diciembre de 1969. 
9 El resultado fue 53.5% a favor del no. 
30 Entró en vigor el I & enero de 1980. con un @ d o  de transicibn de 7 afios. 
11 Mano y julio de 1977. respectivamente. 
12 Se awrd6 un periodo de transicibn de 10 años. 
18 El 24 de junio de 1994. 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1999. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Facultad de Derecho

http://www.juridicas.unam.mx
http://biblio.juridicas.unam.mx


184 CARLOS ENRIQUE ODRIOZOLA MARISCAL 

da vez, en referéndum, su adhesión a la Unión Europea. El Acta de 
Adhesión entró en vigor el 1 de enero de 1995, quedando conformada 
la Unión Europea por 15 miembros. 

4. Acta dnica Europea 

El Acta Única Europea (AUE) es una reforma adicional a los Tra- 
tados Constitutivos de las Comunidades Europeas, aunque una de las 
más importantes dentro de la decena de reformas que han existido. 
Se denominó así porque esta reforma ha afectado tanto a tratados fun- 
dacionales como a posteriores tratadas modificativas y se ha articulado 
en un texto convencional único. Entr6 en vigor el 1 de julio de 1987. 

Las reformas introducidas por el AUE afectaron a todas las Institu- 
ciones. La reforma del sistema institucional tuvo como objetivo, al 
igual que las reformas anteriores, dotar de un procesa de decisibn de 
mayor eficacia y demmracia sin alterar el equilibrio instituúond. 

Las reformas afectaron al Tribunal de Justicia. Además de prever la 
.posibilidad de una reforma más flexible de su estatuto, la innovación 
introducida fue la creación del Tribunal de Primera Instancia, agre- 
gado al Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, cuya com- 
petencia se extendía a ciertas categorías de recursos introducidos por 
personas físicas o jurídicas. 

5.  Tratado de Maastricht 

'El Tratado de la Unión Europea, mejor conocido como el Tratado 
de Maastricht, que incluye los acuerdos finales de la Unión Económica 
y Monetaria, entró en vigor el lo. de noviembre de 1993.14 

Es la más importante reforma de los Tratados fundacionales. Gea 
la Unión Europea fundada sobre las Comunidades Europeas y las for- 
mas intergubernamentales de cooperación en la Política Exterior y de 
Seguridad Común (PESC) y de Cmperació'n en los ámbitos de la Jus- 
.tiua y de los asuntos de interior.15 

La Unión Europea constituye un mercado común que implica el 
libre movimiento de bienes y servicios, un arancel externo común, 
la armonización de las políticas comerciales que se aplican a terceros 

14 Fue adoptado el 7 de febrero de 1992. 
1 5  Para un estudio completo del Tratado de la Uni6n Europea vid. "MA%GAS 

MART~N, A.; LIGAN NOGUERAS, D. J., htstituciones y Derecho de la Unidn Emo- 
, . . , 

pea, McGraw Hill, Madrid, 1996, cap. 11. 
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países y el libre movimiento de la fuerza de mano de obra y del capi- 
tal entre los países miembros. Incluye la eliminación de fronteras in- 
teriores, la uni6n monetaria lG y la ciudadanía de la Unión. 
Sus objetivos son promover la unidad de Europa, mejorar las condi- 

ciones de vida y trabajo de sus ciudadanos, fomentar el desarrollo eco+ 
nómico, d comercio equilibrado y la libre competencia, reducir las 
desigualdades económicas entre las regiones, ayudar a los países en vías 
de desarrollo y garantizar la paz y la libertad. 

Sus medios son la legislación comunitaria, aplicable de manera uni- 
forme a los 15 Estados miembros, d presupuesto, financiado ,por recur- 
sos propios de la Comunidad, y el personal administrativo y técnico 
al servicio de las instituciones comunitarias. 

6. EE Tratado de Amsterdam 

El 2 de octubre de 1997 los Estados miembros de las Comunidades 
Europeas suscribieron el Tratado de Amsterdam, por el que se m d -  
fican el Tratado de la Unión Europea, los tratados constitutivos de la 
Comunidad Europea, Comunidad Europea del Carbón y del Acero 
y Comunidad Europea de E'nergía Atómica, así como determinados 
actas conexos, a fin de enfrentar las posibles ampliaciones futuras de 
la Unión Europea. 

11. INSTITUCIONES DE LA UNZdN EUROPEA 

1 .  Comisión 

Desde la unificacibn de los ejecutivos comunitarias,l7 la Comisión 
es una institución común a las tres Comunidades Europeas; lS sustituyó 
a la Alta Autoridad de la CECA y a las Comisiones de la CEE y del 
Euratom. 

Es el órgano ejecutivo de la Unión Europea. Se compone de 20 
miembros elegidos por los Gobiernos de las Estados miernbras, de co- 
mún acuerdo, por un manclato de 5 años renovables, en razón de su 
competencia general y ofreciendo todas las garantías de independencia.19 

16 Mediante el ecu. 
17 Acordado en el denominado Tratado de Fusibn de 19ü5. 
18 CEE, CECA y Euratom. 
1s Artículo 213.1 TCE. 
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Sus competencias consisten en velar por la aplicación del Derecho 
comunitario, formular recomendaciones y emitir dictámenes, adoptar 
decisiones en las condiciones previstas por los Tratados, participar en 
la formación de los actos del Consejo y del Parlamento Europeo en Lis 
condiciones previstas en los Tratados y ejercer las competencias de 
ejecución que el Consejo le atribuya.20 

La Comisión comparte con el Consejo el poder de representación de 
las Comunidades Europeas ante terceros Estados y ante organizaciones 
y conferencias interna~ionales.~~ 

En términos generales, dispone de facultades de negociación de los 
acuerdos internacionales que celebran las Comunidades, si bien este 
poder está más controlado en el ámbito del Tratado de las Colmunida- 
des Europeas, pues corresponde al Consejo decidir la apertura de nego- 
ciaciones, el mandato o instruccimes, así como la adopción y la pres- 
tación del consentimiento.22 

2. Consejo 

El Consejo de la Unión asume competencias políticas y normativas, 
tanto como institucibn de las Comunidades Europeas, como el princi- 
pal órgano responsable de los objetivos de la Política Exterior y de 
Seguridad Común (PESC) y de la Cooperación en los ámbitos de la 
Justicia y en los Asuntos de I n t e r i ~ r . ~ ~  

El Consejo es la institución en la que están representados los inte- 
reses nacionales y, por ello, asume el principio de la representación de 
los Estados integrados en la Unión, es decir, el principio de represen- 
tatividad territorial. El Consejo representa los más importantes poderes 
de decisión en las Comunidades Europeas y en la Uniivn porque la 
creación de éstas se encuentra condicio,nada a la existencia y perma- 
nencia de los Estados miembros. 

\Ejerce los poderes y competencias que, en las condiciones lprevistas 
en cada caso, se le asignan en cada uno de los Tratados constitutivos, 
así como en los Tratados que los han ido modificando y completanda 
De forma genérica, podemos decir que esos poderes y competencias son 
relativamente limitados cuando actúa en el marco del TCECA y son 

20 Articulas 211 del TCE y 121 Euratom. 
21 Articula 303 y 304 del TCE, 200 y 201 Euratom. 
22 Articulo 300 TCE. 
23 Titulos V y VI del TUE. 
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bastante amplias cuando toma decisiones en los ámbitos de los Trata- 
dos CEE y Euratcrm. 

Se compone de un integrante de cada uno de los Estados miembros 
de rango ministerial, facultado para tomar decisiones y firmar acuer- 
clos en representación del gobierno de dicho Estado. Tiene poderes 
de decisión, consulta, coordinación y en materia de relacio~nes exterio- 
res,. aprueba la legislación comunitaria. Su composició,n varia en fun- 
ción de la materia de que se trate (Ministros de Asuntos Exteriores, de 
Agricúltura, de Transportes, de Hacienda, e t ~ é t e r a ) . ~ ~  

Debido a la amplitud e intensidad de sus funciones y responsabilida- 
des en la consecución de las fines de la Unión Europea y, en especial, 
de las Comunidades Europeas, el Consejo ha conocido dos desarrollos 
importantes en su composición. Cuenta con la ayuda del Cumitd de  
Representantes Permanentes (COREPE,R), órgano auxiliar encargado 
de  la preparación de  sus trabajos. 

3. Parlamento europeo 2ú 

Es la asamblea de los representantes de los pueblos de los Estados 
miembros, cuyos diputados son elegidos mediante sufragio universal 
dire~to.26 Participa en el proceso legislativo y en la elaboración del 
presupuesto, y ejerce un poder de control limitado, pero creciente. 

Al Parlamento Europeo le correponde,27 en la forma prevista en 
cada uno de los Tratados, participar en el proceso de adopción de los 
actos comunitarios, ya sea mediante los procedimientos de codecisión 28 

y de c~pemciÓn,~9 ya sea mediante la emisión de dictjmenes coafor- 
mes y dictámenes consultivos. 

Se le ha reconocido la clásica competencia de control político sobre 
la &misión y sobre el Consejo y la cooperación intergubernamental 
en los ámbitos de la PESC y de la cooperación judicial y policial. 

A diferencia de las otras instituciones y de los Organos auxiliares de 
las Comunidades Europeas, cuyos miembros son propuestos por los 
Gobiernos y nombrados por el Consejo o formar parte de los Gobiernos 

Articulos 203 TCE, 27 TCECA y 116 Euratom. 
2s Para un interesante estudio sobre el Parlamento Europeo vid. NAVARRO BAU- 

TISTA, Nicolás, Parlamento Europeo y poder normativo en la Unidn Europea, Uni- 
versidad de Salamanca, Salamanca, 1997. 

26 Articulos 21.3 TCECA, 190.3 TCE y 108.3 Euratom. 
zq Articulo 192 del TCE. 
28 Anfculo 251 del TCE. 

Artículo 252 del TCE. 
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mismos, los miembros del Parlamento Europeo no tienen vinculacibn 
formal con sus gobiernos. Asumen con plenitud una formal legitimi- 
dad 

4. Tribunal de cuentas 

Es una institución de naturaleza administrativa y no judicial, que 
ejerce funciones de control externo de las cuentas y de consulta can 
plena independencia en el interés general de las Comunidades Euro 
Fas. 

Aunque es una institución en sentido estricto, 31 ejerce sus tareas de 
control en función de las competencias del Parlamento Europeo y del 
Consejo. 

Se compone de 15 miembros nombrados para un periodo de 6 años 
por el Consejo mediante decisibn unánime y previa consulta al Parla- 
mento E,urape0.32 Sus jueces deben gozar de profesionalidad e indepen- 
dencia y son elegidas entre personalidades que han pertenecido en sus 
países a instituciones de control externo o que poseen una cualifica- 
cación particular para esta función. 

Su función primordial es ejercer el control sobre las cuentas de la 
totalidad de los ingresos y gastos de la Comunidad. Examina las cuem 
tas de la totalidad de los ingresos y gastos de cualquier organismo 
creado por la Comunidad en la medida en que el acto constitutivo na 
excluya dicho e~amen.~3 

5. órganos auxiliares 

Dentro de los órganos auxiliares de la Unión Europea encontramos 
el Comité Consultivo de la CECA, el Comité Económico y Social y el 
Comité de las Regiones. 

El Comité Consultivo de la CECA es un órgano auxiliar de natura- 
leza consultiw, cuya finalidad es refwesentar a los medios socioeconó- 
micos.s4 Es el encargado de auxiliar y asistir a la CamiJic5n. Se forma 
por un número variable de consejeros, máximo 108 y mínimo 84. 

30 Para un anilisis de las funciones del Parlamento Europeo vid. NAVARRO ,BA- 
TISTA, Nicolis, op. cit. 

31 Artículos 7 TCECA, 7 TCE, 3 Euratom. 
(32 Articulas 45 B TCECA, 247 TCE y 160 B Euratom. 
33 Articulo 248 TCE. 
34 MANGAS MARTIN, A.; LIGAN NOGUERAS, D. J., op. cit., p. 241. 
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El Comité Econó~mico y Social constituye el órgano auxiliar de re- 
fwesentación socioeconómica común para los ámbitos regulados por los 
Tratados CE y Eurotorn.35 Es un órgano consultivo al servicio de la 
Comisión y el Consejo, compues'to por 222 consejeros. 
: Ror otro lado, el Comité de las Relaciones representa a los entes re- 

gionales y locales dentro del sistema institucional comunitario y ejerce 
funciones consultivas.36 Asiste a la Gmisión y al Consejo en sus respec- 
ti,vas competencias normativas. Está compuesto por 222 representantes 
de las regiones y de los entes locales. 

111. EL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE 
LAS COMUNIDADES EUROPEAS 

El Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas (TJCE) es la 
institución en que se deposita el poder judicial de las Comunidades 
Europeas que le encomienda la funcibn de garantizar el respeto del 
Derecho en la interpretación y aplicacibn del Tratad0.~7 

El ,TJCE, comparte el ejercicio de esta función con otro órgano ju- 
risdiccional comunitario denominado Tribunal de Primera Instancia 
(TPI) y con los órganos jurisdiccionales de los Estados miembros que 
~oai los encargados de aplicar, en primer término, el Derecho Comu- 
ni tario. 

El TPI no es una nueva institución comunitaria, sino una jurisdic- 
ción independiente y autónoma integrada en una institución comuni- 
taria ya existente, el Tribunal de Justicia. El Consejo 10 a& en 1988, 
iniciando sus funciones en noviembre de 1989.38 Supone la introducción 
de una doble instancia en la jurisdiccibn comunitaria con un doble 
objetivo: la mejora de la protección jurisdiccional de los justiciables 
y, en especial, de sus derechos de defensa en asuntm complejos como 
com:perencia, dumping, ayudas de Estado y funcionarim, la reduccidn 
del volumen de trabajo del TJCE, para que éste se centre en la inter- 
pretación uniforme del Derecho Cc~munitaric~.~~ 

35 Ibidem, p. 243. 
36 Fue creado por el Tratado de Maastricht y se contienen en los ariiculos 263 a 

265 del TCE. 
37 Artículo 220 del TCE: El Tribunal de Justicia garantizard el respeto de2 Dere- 

cho en la interpetacidn y aplican'dn del presente Tratado. 
38 Mediante la introducción por el Acta Onica Europea del articulo 168 A, ahora 

articulo 225 del TCE. 
39 Vid. Decisión del Consejo de 24 de octubre de 1988 por la que se crea un Tri- 

bunal de Primera Instancia de las Comunidades Europeas, publicado en el Diario 
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1. Integración del Tribunal 

Los miembros del TJCE son los Jueces y Abogados Generales, quie- 
nes designan un Secretario que les asiste en el ejercicio de sus funciones. 

El TPI  se compone de igual forma que el TJCE, salvo que no cuenta 
con Abogados Generales y utiliza el mismo pasanal administrativo de 
apoyo. En virtud de que los requisitos y la forma de designación de jue- 
ces del TPI  es la misma que del T.JCE nos centramos en el estudio 
de esta última institución. 

1.1 Jueces 

El TJCE está formado por 15 jueces. Los Estados miembros tienen 
el compromiso político de nombrar un juez por cada una de las nacio- 
nalidades de los Estados miembros, aunque éstas podrían ser, incluso, 
nacionales de terceros países.40 

Los jueces son designados de común acuerdo por los gobiernos de 
los Estados mie~nbrm.~l En la práctica, cada Estado propone un juez 
y los demás lo aceptan. Los jueces se eligen entre personalidades que 
ofrezcan absolutas garantías de independencia y que reúnan Ios requi- 
sitos necesarios, en sus respectivos países, para el ejercicio de las más 
altas funciones jurisdiccionales o que sean jurisconsultos de reconocida 
competencia. 

La duracihn del cargo es de 6 años reelegibles sin limitación alguna. 
La integración de la corte se renueva parcialmente cada tres añm. Los 
jueces eligen al presidente del Tribunal por votación secreta y por 
mayoría, quien desempeña su cargo también por tres años y es reele- 
gible. 

Las funciones del Presidente son, entre otras, dirigir los trabajos y 
los servicios del TJCE, presidir las visitas y las deliberaciones, asimis- 
mo, cuenta con importantes comlpetencias procesales durante el desa- 
rrollo de los recursos. 

1.2 A bogaclos Generales 

Los Abogados Generales son también miembros del TJCE, ya que 
disponen de un estatuto idéntico a1 de 10s Jueces, aunque desempeñan 

Oficial de las Comunidades Europeas, núm. L 319, de 25 de noviembre de 1988; 
núm. L 241 de 17 de agosto de 1989 y núm. C 215. de 21 de agosto de 1989. 

40 Este sistema asegura una adecuada representación de los diferentes sistemas 
jurídicos nacionales. 

41 Articulo 223 del TCE. 
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funciones diferentes. Los requisitos personales exigidos coinciden con 
los de los Jueces y el procedimiento de designación es el mismo. 

Se integra por 9 Abogados Generales.42 Por compromiso interguber- 
namental de naturaleza política, corresponde un Abogado General por 
cada uno de los conocidos como "grandes" Estados miembros (Alems 
nia, España, Francia, Italia y Reino Unido) y los tres restantes se re- 
parten por rotación entre los demás Estados. El noveno abogado gene- 
ral en todo caso es italiano. 

El Abogado General presenta similitudes con la figura del Comisario 
del Consejo de Estado francés o con los Abogados Generales existentes 
en el Tribunal de Casaci6n o Tribunal Supremo holandés3 

El Abogado General tiene como principal función presentar conclu- 
siones respecto de cada asunto.44 La conclusión es una propuesta mo- 
tivada de solución al litigio presentada por el Abogado General con 
plena imparcialidad e independencia, con el objeto de facilitar la labor 
de los jueces a la hora de elaborar la sentencia. Las conclusiones no 
producen efectos juridicos para las partes en el litigio ni en relación 
con los terceros. 

Las conclusiones se publican en la Recopilación de la Jurispruden- 
cia del TJCE conjuntamente con la sentencia y contribuyen a la for- 
mación y desarrollo de la jurisprudencia del V C E .  Es común que las 
conclusiones expongan con mayor detalle que las sentencias los dife- 
rentes aspectos del litigio y analizan con mayor profundidad el fondo 
del asunto, siendo frecuentes en las mismas encontrar referencias doc- 
trinales. Coadyuvan a comprender mejor las sentencias del TJCE, en 
las que por lo general se encuentran argumentos escuetos y no se per- 
mite el voto particular. 

Cada año el TJCE designa de entre los Abogados Generales un Pri- 
mer Abogado General, quien distribuye los asuntos entre los Abogados 
Generales, después de que e1 Presidente hubiere designado al Juez 
Ponente. 

42  Segun el artículo 222 del TCE, el TJCE estará asistido por 8 Abogados Gene- 
rales. Desde el 1 de enero de 1995 hasta el 6 de octubre del año 2000 los Abogados 
Generales han sido 9, por motivos coyunturales derivados de la Última ampliacih 
de la Unión Europea (Modificación introducida por el articulo 6.1.67 del Tratado de 
Amsterdam). 

43  MANCAS MARTIN, A.; LIÑAN NOGUERAS, D. J., O+. cit., p. 201. 
44 Articulo 222 del TCE. 
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1.3 Eshtuto de los miembros 

El estatuto de los Jueces y Abogados Generales está formado por una 
serie de derecho6 y obligaciones, destinados a asegurar la independen- 
cia e imparcialidad de los miembros del TJCE, que se regulan en 
Protocolos sobre el Estatuto del TJCE, anexos a los Tratados constitu- 
tivas. de las tres comunidades 45 y en el Reglamento de Procedimiento 
del TJCE.46 

En dicho Estatuto se contienen las reglas a que deben someterse los 
Jueces y Abogados Generales, tales c m  el secreto de las deIiberacio- 
nes, el juramento al tomar el cargo, la obligación de residir en Luxem- 
burgo;47 la prohibición que tienen de asumir funciones políticas o ad- 
ministrativas o ejercer actividades prdesionales, remuneradas o no, así 
como la obligaci6n de no intervenir en ningún asunto en el que hu- 
bieran tenido intervención anterior. También se contienen las reglas 
de recusación por parte de los litigantes en los asuntos. 

En cuanto a sus derechos, los miembros del TJCE gozan de inmu- 
nidad de jurisdicción total por cualquier tipo cometido durante su 
mandato e inmunidad respecto de actos de carácter oficial tras la fina- 
lizaci6n del mismo. 

Los miembros del TJCE gozan de inamovilidad, ya que no puedem 
ser relevados de sus funciones más que por decisión unánime de. los 
demás miembros del TJCE, cuando consideren que no refinen las con-) 
diciones requeridas o que han incurrido en responsabilidad. Es perti- 
nente mencionar que también se benefician de los beneficios e inmu- 
nidades previstos con carácter general en el Protocolo sobre privilegios 
e inmunidades para todos los funcionarios y agentes comunitarios. 

4 5  Vid .  Protocolo sobre el Estatuto del Tribunal de Justicia de la Comunidad 
Europea (Anexo al TCE de 1957), Protocolo sobre el Estatuto del Tribunal de Jus- 
ticia de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero (firmado en París el 18 de 
abril de 1951 conjuntamente con el TCECA) y Protocolo sobre el Estatuto de1 Tri- 
bunal de Justicia del EURATOM (El Estatuto del Tribunal en el marco de la CEEA 
es prácticamente idéntico al del Tribunal de la CE). 

46 Suscrito el 19 de junio de 1391, publicado en el Diario Oficial de  las Comu- 
nidades Eurofiens (DOCE) núm. L 176, de 4 de julio de 1991, con fe de erratas en 
el n6m. L 383, de 29 de diciembre de 1992. Modificado por el propio TJCE nilm 
L 44 de 28 de febrero de 1995 y DOCE núm. L 103 de 19 de abril de 1997 y su fe 
de erratas publicada en el DOCE núm. L 351 de 23 de diciembre de 1997. 

47 Lugar en donde tiene su sede el TJCE. 
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1.4 Secretario 

El TJCE debe nombrar un Secretario y establecer el estatuto de 
é~te .~8 No es un miembro del TJCE aunque por cortesía se le conside- 
re como tal a algunos efectos.49 

Es nombrado por los miembros del TJCE por un periodo de 6 años 
y es reelegible. Para su designación se to~man en cuenta factores como 
su experiencia judicial e internacional, títulos universitarios, conoci- 
mientos lingüísticm y las ocupaciones actuales y anteriores. 

Sus principales funciones consisten en: a)  mantener bajo su cargo y 
bajo la autoridad del Presidente, 10s servicios administrativos, la g a -  
ti6n financiera y la contabilidad; b) la respansabilidad de los archivos, 
la custodia de 1- sellos y es el encargado de las publicaciones del Tri- 
bunal; c) recibe y verifica la regularidad de las demandas; d) recibe, 
transmite y conserva todos los documentos, así como las comunicaciones 
de carácter procesal, y e)  asiste a los miembros en s'us funciones y 
acude a las reuniones y a las vistas para levantar acta. 

2. Organización y funcionamiento 

Tal y como lo establecen doctrinarios de Derecho comunitario de 
alta autoridad, la consi&ra,ble carga de trabajo del TJCE, derivada 
del alto ntimero de asuntos que llegan al mismo y, especia.lmente, ak 
la complejidad técnica y jurídica de muchos de ellos, requiere una OT- 

denación minuciosa d.e la actiuidud jurisdiccional del Tribunal y Ea 
existencia de los necesarios servicios administrativos y de apoyo.50 

2.1 Organización jurisdiccional 

El TJCE se reúne en sesión plenaria. No obstante puede realizar 
funciones jurisdiccionales en Salas compuestas por 3, 5 o 7 jueces, a 
menos que UQ Estado miembro oi institución de la colmunidad que sea 
parte en el proceso solicite se reúna en Pleno.51 

Actualmente, el TJCE funciona en la actualidad con cuatro Salas 
de tres jueces (pequeñas Salas), dos Salas de cinco jueces (grandes Sa- 
las) y el Pleno. No se ha utilizado a la fecha la jurisdicción en Salas 
de 7 jueces. Además funciona con 11 miembros en un Pequeño Plen0.52 

4s Articulo 224 del TCE. 
69 MANCAS MARTIN, A.; LIÑAN NOCUERAS, D. J., op.  cit., p. 202. 
50 Zbidem, p. 203. 
51 Articulo 221 del TCE. 
52 Aunque no existe fundamento legal para ello. 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1999. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Facultad de Derecho

http://www.juridicas.unam.mx
http://biblio.juridicas.unam.mx


194 CARLOS ENRIQUE ODRIOZOLA MARISCAL 

El TJCE solamente puede deliberar válidamente en número im- 
par,53 debido a que el Presidente carece de voto de calidad. En sesión 
Plenaria se requiere un quórum de 9 Jueces, en las Salas de 7 Jueces 
se requiere un mínimo de 5, en las Salas de 3 o 5 Jueces se requiere 
la asistencia de 3. 

El TJCE tiene libertad para determinar la atribución de los asuntos 
al Pleno o a las Salas, salvo que un Estado miembro o una institución 
comu~ta r ia  que sean partes en el litigio soliciten la atribución al 
Pleno. En la actualidad la mayor parte de los asuntos son atribuidos 
a las Salas. El TJCE puede atribuir a las Salas todos los asuntos, en 
la medida en que la dificultad o importancia del caso o de las circuns- 
tancias particulares no requieran que el Tribunal decida en sesión 

2.2 Organización administrativa 

El TJCE, al igual que otras instituciones comunitarias, dispone de1 
poder de organizarse administrativamente. Dentro de su organización, 
merece mayor atención los gabinetes u oficinas de sus miembra, la 
Secretaría y los servicios administrativos de traducción e investigación 
y documentación. 

Los Jueces y los Abogados Generales desempeñan sus funciones con 
la asistencia de un gabinete, canformado por tres abogados y tres auxi- 
liares administrativos cada uno. Los abogados deben ser especialistas 
en Derecho comunitario y, aunque no se ha implementado en la prác- 
tica, el Estatuto y el Reglamento de Procedimiento prevén la figura 
de  los ponentes adjuntos como colaboradores de los Jueces, que ].o- 

drían asumir, bajo la direccih de éstos, la tramitación de asuntos so- 
metidos al Tribunal. 

La Secretaría, dirigida por un Secretario adjunto que depende jerár- 
quicamente del Secretario del TJCE, desarrolla las funciones clásicas, 
de una Secretaría judicial. Existen secciones lingüísticas dentro de la 
Secretaría que se ocupan, en función a las diversas lenguas del proce- 
dimiento, de la realización de todas actuaciones así como la comunica- 
ción con los agentes y abogados de las partes. Otra sección de la Secre- 
taría se encarga del archivo de la documentación de carácter procesal. 
También controla el correo judicial, el calendario judicial, el mante- 

53 Articulo 15 del Protocolo sobre el Estatuto del TJCE. 
54 Articulo 95 del Reglamento de Procedimiento del TJCE. 
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nimiento de los archivos del Tribunal y la preparación de las reunio- 
nes de las Salas y Pleno. 

El TJCE cuenta con servicios de biblioteca, investigación y docu- 
mentación e informática jurídica. El sistema de investigación y d e  
cumentacióin se forma por unos 20 juristas, que representan los sistemas 
jurídicos de todos los Estados miembros, con conocimientos en sus 
Derechos nacionales y Derecho comunitario. Efectúan investigaciones 
sobre cuestiones de Derecho comunitario, Derecho nacional o Derecho 
comparado de todos los Estados miembros y de terceros países, que 
se vierten en notas de investigación. 

Se cuenta con un servicio de traducción compuesto de juristas lin- 
güistas, que se organizan en divisiones de traducción hacia cada una 
de las lenguas comunitarias. La obligación que existe de traducir t e  
das las sentencias y conclusiones del TJCE y del TPI  a todos y cada 
uno de los idiomas oficiales de la Comunidad Europea hace que los 
juristas lingüistas sean el contingente más importante de los funcio- 
narios del TJCE y dicha exigencia constituye una causa imprtunte 
&t retraso de la resolución de los asuntos.55 

2.3 Régimen lingüist ico 

Todas las lenguas de la Comunidad Europea son lenguas oficiales 
del procedimiento (alemán, danés, español, finlandés, francés, griego, 
inglés, irlandés, italiano, neerlandés, portugués y sueco). Cada pote- 
dimiento en particular tiene una lengua de procedimiento,56 empleada 
en los informes orales y los documentos procesales, determinada por 
diversos factores. Los jueces y abogados generales pueden utilizar cual- 
quiera de las lenguas oficiales. Los testigos y los peritos pueden utilizar 
su propia lengua. Las actuaciones orales y las vistas siempre se desa- 
rrollan con traducción simultánea, realizada por los intérpretes del 
TTC,E. 

En los recursos directos, el actor elige la lengua del procedimiento, 
pero cuando el demandado es un Estado miembro o una persona fisi. 
ca o jurídica nacional de un Estado miembro, la lengua del procedi- 
miento es la lengua oficial de ese Estado, pudiendo degirla el actor 
si existieren varias. En los asuntos prejudiciales, la lengua del procs 
dimiento siempre es la del órgano jurisdiccional que plantea la cues- 

55 MANGAS MART~N, A.; LIÑAN NOGUERAS, D. J., op.  cit., p. 205. 
56 Regulada en los artículos 29 a 31 y 110 del Reglamento de Procedimiento del 

TJCE. 
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tión. En los recursos de casación contra resoluciones del TPI, la lengua 
oficial del procedimiento1 es la de la resolución recurrida. 

El multilingüismo representa un problema procesal y dificulta el 
procedimiento interno del Tribunal, por ello se utiliza una solla len- 
gua de trab'ajo a nivel interno que es el francés. Todos los documentos 
procesales se traducen al francés, las deliberaciones de los jueces se 
desarrolllan en francés y en este idioma se redactan las notas internas 
de deliberació'n y proyectos de sentencias. 

IV. SISTEMA JURISDICCIONAL DE 
LAS COMUNIDADES EUROPEAS 

El TJCE dispne de atribuciones propias de los tribunales interna-, 
cionales, ya que los Estado6 pueden conferirle competencias mediante 
cláusulas compromisorias y conoce de los recursos de incumplimiento 
destinados a reprimir las infracciones de las normas comunitarias co- 
metidas por las Estados miembros. No obstante, su competencia, difiere 
de la de lm tribunales internacionales porque su jurisdiccibn es obli- 
gatoria y no depende del consentimiento de los Estados. 

Por otro lado, realiza funciones semejantes a las de los tribunales 
internos, pero que no1 son comparables a las ejercidas por ningún tri- 
bunal interno. Actúa colmo tribunal de casación a través de cuestiones 
prejudiciales de interpretacibn, para garantizar la aplicación e inter- 
pretación uniforme del Derecho comunitario y ejerce funciones propias 
de las jurisdicciones contencioso administrativas internas cuando pro+ 
cede al control de la legalidad de los actos administrativos comuni- 
tarios. 
Los recursos previstos para el control de legalidad permiten al TJC'E 

realizar funciones asimilables a un control constitucional de carácter 
material, mediante el que el TJCE actúa como tribunal constitucio'nal 
de las Comunidades Europeas. 

1. Las competencias del TJCE 

La tutela jurisdiccional de los derechos y obligaciones conferidos por 
las normas comunitarias se desarrolla mediante un sistema de recursos 
que refleja el reparto de competencias entre la jurisdicción comunita- 
ria y los órganos jurisdiccionales nacionales. Esta distribución compe- 
tencial confiere al Tribunal de Justicia el monopolio, al menos en 
última instancia, de la interpretació'n del Derecho comunitario. 
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Entre las competencias del TJCE destacan las siguientes: 
a) El control de las violaciones del Derecho comunitario imputables 

a los Estados miembros; que se realiza mediante el recurso de incum- 
plimient0.~7 

b) El control de la legalidad de la actividad o inactividad de las 
instituciones comunitarias se ejerce mediante el recurso de anu la~ i&n ,~~  
el recurso por ornisi&n 59 y la excepción de legali,dad,60 que pueden ser 
interpuestos por los Estados miembm, las instituciones comunitarias 
y por los particulares en determinadas condiciones. 

c) La interpretación d d  Derecho comunitario a título prejudicial, 
realizada gracias a cuestiones prejudicides de interpreta~ión.~~ 

(£) El examen de la validez de los actos de las instituciones a través 
de. las cuestiones prejudiciales de apreciación de validez.62 

e) La constatacián de la responsabilidad extrac<~ntractual de las Co- 
munidades  europea^.^^ 

f )  LOg litigios entre las Comunidades Europeas y los funcionarios y 
demás agentes a su ~ a v i c i o . ~  

g) Las dictámenes consultivos en relación con los acuerdos interna- 
ciqnales.05 
h) Los recursos de casación contra las resoluciones~ del Tribunal de 

Primera In~tancia.~6 
A continuación estudiamos las competencias y los recursos más im- 

portantes del TJCE. 

2. Recurso de incumplimiento 

Es el mecanismo previsto en el TCE para controlar el cumplirnien- 
ta, por parte de los Estados miembros, de sus obligaciones comunita- 
rias.67 Este recurso tiene un carácter internacional pero se deja de los 

57 Regulado en los articulas 226 a 228 del TCE. 
58 Artículo 230 del TCE. 

Articulo 232 del TCE. 
Artículo 241 del Tm. 

61 Artículo 234 del TCE (antes 177)). 
Idem. 

63 Artículo 235 del TCE. 
fa Artículo 236 del TCE. 

El articulo 300.6 del TCE preve un control previo sobre la compatibilidad con 
las disposiciones del Tratado de un proyecto de acuerdo entre la Comunidad y uno 
o varios terceras estados o una organizacibn intcrnacional. 
" Articulo 225 del TCE. 
67 Previsto en los artículos 226, 227 y 228 del TCE. 
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mecanismw clásicos del Derecho internacional, porque el TJCE dis- 
pone de una competencia obligatoria y exclusiva para la declaración 
judicial de los incumplimientos de los Estados miembros y porque las 
infracciones pueden ,ser perseguidas por la Comisión, imtitución comu- 
nitaria independiente de los Estados. 

Las obligaciones que pueden incumplir los Estados miembros son las 
normas de Derecho comunitario originario, los actos vinculantes de las - 
instituciones y los acuerdos y normas internacionales que obligan a la 
comunidad, así como las sentencias del TJCE. El incumplimiento pue- 
de consistir en una omisión o un acto positivo" que deben ser impu- 
tables a un Estado miembro. 

La legitimación activa para plantear los recursos de incumplimiento 
corresponde a la Comisión69 y a 16s Estados miembros. Los Estados 
se han visto, en la práctica, remisos a utilizar este recurso, sin embar- 
go, la Comisión lo utiliza constantemente. 

Las recursos de incumplimiento constan de una fase preamtenciosa 
de carácter administrativo y de una fase jurisdiccional, sustanaada 
ante el TJCE, que concluye con una sentencia. 

La fase precontenciosa consiste en que la Comisión, al observar al&n 
incumplimiento por parte de un Estado miembro, envía a éste un es- 
mito de requerimiento describiendo los términos & la infracción 
imputada y solicita que se le presenten las observaciones pertinentes. 
Si la contestación no es convincente o simplemente no la hay, la Co- 
misión envía al Estado de que se trate un dictamen motivado, en don- 
de se precisa y fundamenta el supuesto incumplimiento y se otorga un 
plazo para subsanar el incumplimiento. Si el Estado no se aviene a las 
indicaciones de la Comisicjn, ésta tiene la facultad de interponer el re- 
curso en su fase jurisdiccional ante el TJCE. 

La fase jurisdiccional está destinada a que el TJGE determine si 
existe o no incumplimiento por parte del Estado de sus obligaciones 
derivadas del ordenamiento jurídico comunitario. La íbmisi6n dispo- 
ne de un ,poder de apreciacibn discrecional para interponer o no la 
demanda de incumplimiento y no está constreñida por el respeto de 
ningún pIaz0.~0 Lo que sí debe hacer la Comisión es la aportación al 

6s El más comiin de los incumplimientos es la no transposicibn o la incorpora- 
ción inwrrecta de las directivas a los ordenamientos internos. 

69 Excepcionalmente, al Consejo de Administracibn del Banco Europeo de Inver- 
siones y al Consejo del Banco Central Europeo. 

70 Asi lo estableció el TJCE en la sentencia del 14 de febrero de 1989, Start Frujt 
us. Comisión, C-247187, p. 291. 
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TJCE de los elementos necesarios para la prueba del incumplimiento, 
que no puede fundarse en presunciones. 

Cuando el TJCE determina la existencia de un incumplimiento, el 
Estado afectado está oibligado, a adoptar las medidas necesarias para la  
ejecución de la sentencia, que debe conducir a la eliminacidn del in- 
cumplirnient0.7~ La sentencia, en consecuencia, tiene carácter meramen- 
te declarativo, en la que el TJCE se limita, en su caso, a constatar el 
incumplimiento. Sin embargo, la sentencia tiene consecuencias para 
los particulares, ya que les concede una base para solicitar indemniza- 
cibn por daños y perjuicios a su Estado por la vidacibn de la norma 
comunitaria.72 

El incumplimiento de la sentencia del recurso, tiene coma consecuen- 
cia que se presente otra demanda de incumplimiento en contra del 
Estado, puesto que no es procedente la ejecución forzosa, por lo que 
de resultar procedente este recurso, el TJCE puede imponer sanciones 
económicas al Estado de que se trate. 

3. Control de la legalidad comunitaria 

El control1 de la legalidad comunitaria se manifiesta en sentido es 
tricto y en control de constitucionalidad. En sentido estricto porque 
permite la verificación de la conformidad de los actos comparables a 
los actos administrativos nacionales con las normas que le sirven de 
fundamento. Es un control de constitucionalidad pues posibilita la 
revisi6n de la conformidad de los actos normativa de carácter general 
con los Tratados constitutivos que, pese a su naturaleza jurídico for- 
mal de instrumentos internacionales, han sido interpretados y aplicados 
por el TJGE como una auténtica Constitución comunitaria. 

A continuación analizamos los recursos de control de legalidad comu- 
nitaria. 

3.1 Recurso de anulación 

Es la vía procesal que permite al TJCE controlar la legalidad de los 
aaos jurídicos obligatorios adoptados por las instituciones comunita- 
ria~.~"nstituye un mecanismo jurídico esencial para asegurar el res- 

71 Articulo 228 del TCE. 
72 LO que fue establecido por el propio TJCE en las jurisprudencias Francovich 

y Brasserie du Pecheur vs. República Federal Alemana y Factortame 111. 
7 3  Previsto en l a  artículos 230 y 231 del TCE. 
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peto de la legalidad comunitaria y la protección jurisdiccional de los 
intereses de los sujetos del Derecho comunitario. 

Son atacables mediante este recurso los actos adoptados conjunta- 
mente por el Parlamento Europeo y el Consejo, de la Comisión y el 
Banca Central Eurapeo que no sean recomendaciones o dictámenes, 
y los a c t a  del Parlamento Europeo destinados a producir efectos juri- 
dicm contra terceros.74 

La 1,egitimació.n activa para interipner el recurso corresponde a de- 
mandantes privilegiados y demandantes no privilegiados. Los primeros 
son los Estados miembros e instituciones comunitarias, quienes lo pue- 
den hacer sin necesidad de acreditar su interés jurídico.7" segundos 
son los particulares, tanto personas fíacas como jurídicas, quienes de- 
Irrerán acreditar su interés jurídico, demostrando que su situación jurí- 
dica mejoraría con la anulacióln del acto. 

Los motivos de anulación de los actos comunitarios son la incampe- 
tencia, vicios sustanciales de forma, violación del Tratado o de cual- 
quier norma jurídica relativa a su ejecución y desviaci6n de poder. Los 
primeros dos motivos se refieren a la legalidad externa de los actos y 
pueden ser invocados de oficio por el TJCE, mientras que los dos 
últimos afectan a su legalidad intema y deben ser invocados por la 
parte demandante. 

Si el recurso fuere fundado, el TJCE declarará nulo y sin valor ni 
efecto alguno el acto impugnado.76 La sentencia posee una autoridad 
absoluta, desplegando efectos de cosa juzgada material y formal. Ade- 
más, la nulidad del acto produce efectos ex tunc, produciendo efectos 
retroactivos. Es posible que el TJC8E declare sólo la nulidad parcial 
de1 acto. No obstante, con respecto a los Reglamentos, el TJCX seña- 
lará aquellos efectos del reglamento declarado nulo que deben ser 
considerados como definitivos. 

3.2 Recurso por omisión 

Este recurso regula la legalidad de las omisiones de las instituciones 
comunitarias contrarias al Derecho c o m ~ n i t a r i o . ~ ~  Según el propio 
TJCE, este recurso se basa en la idea de que la inaccion ilegal del 

'74 Respecto a la legitimación pasiva del Parlamento Europeo en el recurso de anu- 
lación véase: NAVARRO BATISTA, Nicolás, op. cit., pp. 249-252. 

75  Vid. ibidem, pp. 253 y s.. 
76 Artículo 231 del TCE. 
77 Previsto en el artículo 232 del TCE. 
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Consejo, la Comisión o el Parlamento Europeo78 permite a las demás 
instituciones y a los Estados miembros, así como a los particulares en 
determinados supuestos, recurrir ante el TJCE p r a  que éste declare 
que la abstención de actuar es contraria al Tratado, en tanto la insti- 
tucibn de que se trata no hubiere subsanado dicha absten~ibn.~~ 

Al igual que el recurso de incumplimiento, la legitimación activa 
de los particulares se encuentra limitada a que demuestren su interés 
jurídico en el asunto y que la omisión de que se trate consista en que 
no le hubiere sido dirigido un acto distinto de una recomendación o 
de un dictamen. 

A diferencia de las sentencias de anulación, en los recursos por omi- 
sibn las sentencias del TJCE se limitan a reconocer o no la abstención 
contraria al Tratado de la institución, pero no pueden adoptar el acto, 
ya que esta prerrogativa compete en exclusiva a la institución cuya omi- 
sión se declara. 

3.3 Excepción de ilegalidad 

Se trata de un procedimiento incidental establecido por el TCE para 
permitir el control incidental de la legalidad de un acto de alcance 
general en el marco de un litigio principal en el que se impugna una 
medida de aplicación de dicho acto.80 

La excepción de ilegalidad puede ser utilizada por cualquiera de las 
partes en un litigio pendiente ante el TJCE. Por tanto, disponen de 
legitimación las personas físicas y jurídicas, así como los Estados miem- 
bros y las instituciones, aunque lo habitual es que la exce8pci6n de ile- 
galidad sea utilizada por los particulares ante la imposibilidad de. 
impugnar los actos de alcance general mediante el recurso de anulación. 

La estimación de la excepción de ilegalidad no conduce a la nulidad 
de1 acto de alcance general, ya que la sentencia conlleva sólo la inapli- 
cabilidad de la misma a la decisión concreta atacada en el litigio princi- 
pal. La declaración de ilegali'dad produce solamente efecto de cosa juz- 
gada en el litigio. Ahora bien, la institución que ha adoptado el acto 
declarado ilegal está obligada a adoptar las medidas que se derivan 
de la sentencia del TJCE. 

78 Con relación a las consecuencias en el recurso por omisión contra el Parlamen- 
to Europeo vid. NAVARRO BATISTA, Nicolás, op. cit., p. 252. 

79 Sentencia dd 12 de julio de 1988, Parlamento vs. Consejo, C-377187, p. 4051. 
80 Artículo 241 del TCE. 
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4.  Recurso de responsabilidad extracontractual 

El TCE otorga competencia al TJCE para conocer de los litigios re- 
lativos a indemnizacibn por daíím al establecer que en materia de res- 
ponsabilidad extracontractual la comunidd deberá reparar los daños 
causados por sus instituciones o sus agentes en el ejercicio de sus fun- 
ciones, de conformidad con los principios generales comunes a los De- 
rechos de lac Estados miembros81 

La legitimacibn activa para solicitar la reparación de daños y per- 
juicios a través de un recurso por responsabilidad extracontractual la 
tiene cualquier p m n a  física o jurídica, así como los Estados miem- 
bros, que ~ p e a n  un interés legítimo, es decir, que hayan sufrido un 
daño, La legitimaci6n pasiva corresponde a la Comunidad Europea, 
pero el TJCE ha considerado necesario que el demandante se dirijirá 
contra la institución u órgano al que sea imputable el acto causante 
del daño. 

5.  Cuestiones pre judiciales 

La competencia prejudicial constituye la pieza más importante del 
sistema de control jurisdiccional establecido por el Derecho comuni- 
tario. Así, el TJCE es competente para pronunciarse, con carácter pre- 
judicial: a) sobre la interpretaci6n del Tratado; b) sobre la valida e 
interpretación de los actos adoptados por las instituciones de la Co~iau- 
nidad y por el Banco Central Europea, y c) sobre la interpretacih de 
los estatutos de los organismos creados por un acto del Consejo, 
cuando dichos estatutos así lo prevean.82 

La técnica de cuestiones prejudiciales constituye un instrumento muy 
útil en el seno de un modelo de organizaci6n jurisdiccional, como el 
comunitario, de carácter descentralizado y basado en el principio de 
cooperación. La aplicación ordinaria y mayoritaria de las normas de la 
Comunidad Europea corresponde a las administraciones de los Estados 
miembros y, por ello, 1% litigios que se suscitan con la misma se 
plantean ante los jueces nacionales, llamad% a ser los jueces ordina- 
rios del Derecho comunitario. Esta descentralizaciírn de la aplicación 
judicial de las normas comunitarias conlleva un evidente peligro de 
interpretaciones diferenciadas en función de las peculiaridades de los 

81 Articulo 255 con relación al 288 del TCE. 
82 Articulo 294 del TCE. 
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distintos derechos nacionales. La cuestión prejudicial constituye el 
instrumento previsto en el TCE para conjurar ese peligro, ya que per- 
mite el TJCE asegurar la interpretación uniforme del Derecho co- 
munitario. 

Respecto a las cuestiona prejudiciales de interpretación, el TJCE 
determina el contenido material y el alcance de las nolrmas del Derecho 
comunitario, y a definir todo aquello que caracteriza su modo de ope- 
rar y sus efectos. Según la jurisprudencia del TJCE se puede solicitar 
la interpretación de normas de Derecho comunitario originario y 
derivado, tanto típicas como atípicas, e independientemente de su ca- 
rácter obligatorio o no obligatorio. También se pueden interpretar las 
mismas sentencias y actos jurisdiccionales del propio TJCE, con inde- 
pendencia de que existe el recurso de interpretación de sentencia, así 
como las normas del Derecho comunitario no escrito, tales como los 
principios generales del derecho y los que protegen los derechos huma- 
nos y libertades fundamentales. También se ha admitido la interpre- 
tación de los tratados internacionales vinculantes con la Comunidad 
Europea.= 

Las cuestiones prejudiciales de apreciación de validez permiten a los 
jueces nacionales interrogar al TJCE sobre la validez de un acto nor- 
mativo comunitario, aplicable al litigio principal del que están mn<r- 
ciendo. 

Las cuestiones prejudiciales solamente pueden ser planteadas poa 
los órganas jurisdiccionales, ya que el mecanismo prejudicial es un sis- 
tema de cooperación entre un juez nacional y el TJCE. Las partes en 
el litigo principal disponen sólo de la posibilidad de sugerir al juez la 
necesidad de la remisió'n prejudicial, pero carecen de derecho alguno 
para exigirle a éste que la f m u l e .  

La sentencia prejudicial de interpretación vincula con autoridad de 
cosa juzgada al juez que planteó la cuestión, que debe aplicar la nor- 
rna cumunitana de conformidad con la interpretación dada por el 
TJCE. Asimismo, están vinculados con la sentencia los demás órganos 
nacionales llamados a conocer del mismo litigio. Además, la sentencia 
despliega un efecto general, en el sentido de que la interpretación que 
realiza de la norma comunitaria vincula a los órganos jurisdiccionales 

83 La sentencia Sevince del 20 de septiembre de 1990, Sevince C-192/89, p. 3461, 
responde a una cuestión de interpretación referente a una decisibn de aplicaci6n de 
un tratado internacional, adoptada por un órgano creado para la interpretación del 
mismo. 
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de todos los Estados miembros que deban aplicarla en cualquier tipo 
de litigios. 

En cuanto a las sentencias prejudiciales de apreciación de validez, el 
TJC:E ha considerado que tiene un alcance general tanto si el TJCE 
declara inválido el acto como si no lo hace. La sentencia que declara 
inválido un acto obliga al juez que planteó la cuestión a que no pue- 
da aplicar el acto en el litigio principal y produce efecto erga omnes 
pues todos los brganos jurisdiccionales deben considerar inválido ,di- 
cho acto. , , 

Las sentencias prejudiciales producen efectos ex tunc, es decir, desde 
el momento de la entrada en vigor de la norma interpretada, aun- 
que el TJCE se reserva la posibilidad de limitar en el tiempo los, efec- 
tos retroactivos de la sentencia en cada caso concreto por motivos.de 
seguridad j urídica.84 

6. Competencia consultiva 
/ 1 . .  

El Consejo, la Comisión o un Esta,do miembro podrán solicitar. el 
dictamen del TJCE sobre la compatibilidad de cualquier acuerdo pre- 
visto con las disposiciones del TCE. Cuando el dictamen del TJCE 
cea negativo el acuerdo sólo podrá entrar en vigor en las condiciones 
establecidas en el Tratado de la Union Europea.S5 

Naturalmente, habida cuenta de que la finalidad fundamental de 
este procedimiento es determinar la compatibilidad o incompatibilidad 
de un acuerdo con el TCE, el principal efecto del dictamen consiste 
en declarar con carácter obligatorio tal compatibilidad o incompatibi- 
lidad. El acuerdo sblo podrá entrar en vigor tras un proceso de revisión 
del Tratado que elimine las causas de la incompatibilidad. 

V .  JURISPRUDENCIA 

No encontramm,precepto legal alguno en los Tratados constitutivos 
de las Comunidades Europeas que utilicen el vocablo jurisprudencia. 
De igual forma, los Protocolos del Tribunal de Justicia de las Comu- 
nidades Europeas (TJCE) tampoco utilizan el vocablo que nos ocupa. 

84 Son numerosas las sentencias donde el Tribunal ha limitado los efectos.. Por 
ejemplo, la sentencia del 15 de diciembre de 1992, Bosman, C-415/93. 

SS Artículo 300.6 del TCE. 
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Sin embargo, el Reglamento de Procedimiento del TJCE de 19 de 
junio de 1991 s6 establece que el Secretario se encargará de que se 
publique una Recopiilaci6n de la Jurisprudencia del Tribunal.87 Las 
instrucciones al Secretario del TJCE 88 indican que deberá publicarse 
una Recopilación de la Jurisprudencia del Tribunal en la que se con- 
tendrán las sentencias del TJCE con las concl~s~iones de los Abogados 
Cienerales, los dictámenes y los autos dictados en los procedimientos 
sobre medidas provisionales correspondientes a cada año natural. 

Por otra parte, el artículo 86 del Reglamento de Procedimiento 
del' Tribunal de Primera Instancia de las C,omunidades Europeas de 
2 de mayo de 1991,90 establece que el Secretario se encargará de que 
se publique la Jurisprudencia del Tribunal de Primera Instancia y las 
instrucciones al Secretario del TPI  de 3 de marzo de 1994,91 en su 
artículo 17.3, establecen que el Secretario se encargará de que se publi- 
que la Jurisprudencia del Tribunal de Primera Instancia y procederá 
a la publicación de la Recopilación de la Jurisprudencia, en las len- 
guas oficiales, conforme a las modalidades que el TPI  decida. 
Cabe hacer notar que el título de la publicación oficial intitulada 

RecopiEaciOn de Jurisprudencia del T J C E  y del TPI, en lo que se 
refiere al vocablo jurisprudencia y en sus diversas versiones lingüísti- 
cas, es coincidente en utilizar el vocablo de jurisprudencia para deno- 
minar a las sentencias de dicha institución c o m ~ n i t a r i a , ~ ~  por lo que 
podemos afirmar que la co'stumbre de considerar a las sentencias del 
TJCE y del TPI  como jurisprudencia, deviene principalmente de la 
amplia doctrina del Derecho comunitario. 

86 DOCE núm L 176, de 4 de julio de 1991 y fe de erratas publicado en el 
n6m. 383 de fecha 29 de diciembre de 1998. Modificado por el propio TJCE según 
DOCE núm. L 44, de 28 de febrero de 1995 y DOCE núm. L 103 de fecha 19 de 
abril de 1997, así como la fe de erratas publicada en el DOCE núm. L 351, de fc- 
cha 23 de diciembre de 1997. 

87 Articulo 68, contenido en el capitulo cuarto del Reglamento, referente a las 
Sentencias. 

8s Adoptadas en Luxemburgo el 4 de diciembre de 1974 y publicadas en el DOCE 
núm L 350. Modificadas el 3 de octubre de 1986 según publicación en el DOCE núm. 
L 286. El texto en lengua española se modificó el 23 de febrero de 1989, según pu- 
blicacibn en el DOCE núm. L 135. 

89 Inserto en el capítulo quinto, referente a las sentencias. 
Publicado en el DOCE núm. L 136 de fecha 30 de mayo de 1991 y la fe de 

erratas publicada en el núm. L 317 del 19 de noviembre de 1991. 
01 Publicadas en el DOCE núm. L 78 de esa misma fecha. 
92 En alemán rechtsprechung, en inglés cases, en francés jurisprudence, en ita- 

liano giurispudenza y en portuguks jurisprudtnria. 
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El sistema jurídico comunitario se encuentra fundamentado en gran 
medida, al igual que el common law, a base de precedentes judiciales. 
Con ello no estamos diciendo que el sistema comunitario se derive 
íntegramente del sistema jurídico anglosajón, pues habrá de tomarse 
en cuenta la diversidad de sistemas jurídicos que confluyen en el De- 
recho comunitario, de tal manera que podemos concluir, que éste 
constituye un sistema mixto, con ~aracter~sticas del common law y &l 
sistema romano-germánico-francés. 

Establecido lo anterior, procedemos a analizar la jurisprudencia del 
TJCE, primero en cuanto a sus aspectos formales, analizando su for- 
ma de integración, su obligatoriedad y su publicidad, para concluir 
determinando la importancia de la jurisprudencia en el Derecho w- 
munitario y citando algunos ejemplos concretos de la más relevante. 

La jurisprudencia del TJCE se integra por un solo precedente y por 
mayoría de votos de los integrantes del Tribunal, tomando en cuenta 
que éste puede funcionar en Salas o Pleno. De igual forma las reso- 
luciones del Tribunal de Primera Instancia (TPI) constituyen juris- 
prudencia, mediante una sola resolución votada p r  mayoría de sus 
miembros. 

Es tan flexible el sistema de organización interna del TJCE que 
Rodríguez Iglesias, su Presidente, ha manifestado e2 conocimiento a2 
los asuntos es atribuido al Pleno, a una Sala de cinco o a una Sala 
de tres jueces en función de la mayor o menor significación de las 
cuestiones que hayan de ser decididas y, en particular, de la existencia 
o inexistencia de pecedentes que permitan o no considerar que existe 
2~na jurisprudencia bien estableci&. Se considera que corresponde al 
Pleno la decisiún de cuestiones de pincipio, a las Salas de cinco m- 
gistrados el desarrollo de la jurisp-uúencia y a las Salas d8e tres la apli- 
cación de la jurisprudencia.93 

Así las casas, vemos que, debido a la organización interna del TJCE, 
será difícil que las Salas de tres jueces emitan jurisprudencia, ya que 
éstas están llamadas, aunque no exista fundamento legal al respecto, 
solamente a la aplicación de la jurisprudencia, es decir, le son turna- 
dos asuntos análogos a los resueltos anteriormente, en donde solamente 
será necesario aplicar la jurisprudencia ya definida. En cuanto a las 

93 Citado en MANCAS MART~N, A.; U Ñ L N  NOGUERAS, D. J., O$. cit., p. 204. 
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Salas de cinco jueces, por cuestiones prácticas, le son encomendados 
asuntos a fin de que establezca jurisprudencia en los mismos, por lo 
que la mayoría de la jurisprudencia comunitaria la encontraremos 
en estas Salas. En lo que se refiere al Pleno; es evidente que éste tam- 
bién es una fuente importante de la jurisprudencia, sobre todo si 
tomamos en cuenta la posibilidad que existe de que alguna institución 
o Estado miembro solicite que algún asunto en particular se delibere 
cn pleno, en cuyo caso la máxima autoridad legal comunitaria será 
quien emita la jurisprudencia. 

Por lo que respecta a la interrupción de la jurisprudencia, los Tra- 
tados constitutivos y el Protocolo del Tribunal no señalan expresa- 
mente nada al respecto, pero de Ia misma jurisprudencia del Tribunal 
y de la doctrina se desprende que la sola emisión de una jurispruden- 
cia modificando una sentencia anterior es suficiente para interrumpir 
a aquella y establecer una nueva, siempre toman.do en consideración 
la jerarquía del Pleno, las Salas y del Tribunal de Primera Instancia. 

2. Obligatoriedad 

En cuanto a la obligatoriedad de la jurisprudencia habrá que men- 
cionar que, debido a la naturaleza de los diversos recursos que se ha- 
cen valer en el Derecho comunitario, ésta prácticamente se establece 
en los recursos prejudiciales, aunque también puede emitirse en recur- 
sos de anulación. 

Asi las cosas, encontramos que los Tribunales de Primera Instancia, 
al carecer de facultades para conocer de cuestiones prejudiciales, la 
niayoría de la jurisprudencia la emite el TJCE en sentido estricto, 
es decir, el Pleno y las Salas. Esto tiene como consecuencia de que la 
jurisprudencia del TPI no sea obligatoria para el Pleno y las Salas, 
tomando en consideración que las resoluciones del TPI  son recurribles 
ante aquellos, aunque nada impide que las sentencias firmes del TPI  
pueda integrar jurisprudencia obligatoria para éste. 

Como hemos señalado antes, la sentencia prejudicial de interpreta- 
ción vincula con autoridad de cosa juzgada al juez que planteó la cues- 
tión, que debe aplicar la norma comunitaria de conformidad con la 
interpretación dada por el TJCE. Asimismo, están vinculados con 
la sentencia los demás órganos nacionales llamados a conocer del mis- 
mo litigio. La sentencia despliega un efecto general, en el sentido de 
que Ia interpretación que realiza de la norma comunitaria vincula 
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a los íyrganos jurisdiccionales de t o d a  los Estados miembros que deban 
aplicarla en cualquier tipo de litigios. 

En lo que se refiere a las sentencias prejudiciales de apreciación de 
validez, el TJCE ha considerado que tiene un alcance general tanto 
si el TTCE declara inválido el acto como si no lo hace. La sentencia 
que declara inválido un acto obliga al juez que planteó la cuestión 
a que no pueda aplicar el acto en el litigio principal y produce efec- 
tos erga omnes pues todm 10s &-gano's jurisdiccionales deben covnside- 
rar inválido dicho acto. 

Las sentencias prejudiciales producen efectos ex tunc, es decir, des- 
de el momento de la entrada en vigomr de la norma interpretada, aun- 
que e l  TJCE. se reserva la posibilidad de limitar en e1 tiempo los 
efectos retroactivos de la sentencia en cada caso concreto por rno8tivos 
de seguridad jurídica. 

La Recopilacidn ak Jurisprudencia del Tribunal de Justicia y de1 
Tribunal de Prismera Instancia es la única fuente auténtica para citar 
la jurisprudencia del TJCE y del TPI y se publica en todas y cada 
una de las lenguas oficiales de las comunidades. 

La recopilación incluye sendos índices a saber: croaológico de las 
resoluciones publicadas, de asuntos clasificados por orden numérico, 
alfabético de las partes, de disposiciones citadas, alfabético de coacep- 
tos y, desde 1991, un índice sistemático que contiene todos 101s suma- 
rios, acompañados de las cadenas de términos clave correspondientes, 
atribuidos a las resoluciones recogidas. - 

Ahora bien, no consideramos que la publicación de la jurispwden- 
cia del TJCE afecte la validez de la mis8ma, ya que la recopilación se 
hace de manera anual y, si bien es cierto constituye la única fuente 
auténtica para citar la jurisprudencia, nada impide que los Tribunales 
la invoquen oficiosamente antes de su publicación, como de hecho lo 
hacen reiteradamente. 

4. Jurisprudencia relevante 

A continuación analizaremos algunas sentencias del TJCE en las que 
se ha puesto de relieve la importancia que reviste la jurisprudencia 
en el ámbito del Derecho comunitario europeo. 

La importancia del Derecho comunitario se fundamenta en dos prin- 
cipios fundamentales: el principio de autonomía y el principio de 
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primacía. Ambos han sido establecido's por jurisprudencia del TJCE. 
El ordenamiento interno y el comunitario tienen unos mismos desti- 
natarios, las personas físicas y jurídicas. El hecho de que ambos orde- 
namiento~~ compartan una misma clase de sujetos de derecho hace que 
se genere una frecuente relaciún entre la norma comunitaria y la nor- 
ma nacional. Pues bien, esas relaciones entre el Derecho interno y el 
Derecho comunitario están condicionadas por 101s principios de auto- 
nomía y primacía del Derecho comunitario. 

En un primer término, el TJC8E afirmó en la sentencia Van Gend 
en Loos que la comunidad comtituye un nuevo ordenamiento de 
Derecho in terna~ional .~~ Más tarde dotaría de  un nuevo carácter el De- 
recho comunitario, sin situarlo en la esfera del Derecho internacio- 
nal, al declarar en la sentencia Cotsta vs. ENEL que es un ordenamien- 
to jurídico propio creado por los Tratados e integrado en el sistema 
jurídico de los Estados miembros.~~osteriormente, el TJCE estable. 
ció, refiriéndose al Tratado de la Comunidad Europea, que aunque 
haya sido celebrado en forma de Tratado Internacional, no por ello 
deja de ser la carta constitucional de una comunidad de Derecho. 

Podemos concluir que el Derecho comunitario no se somete a los 
principios, ni a los modos de producción normativa ni a los efectos 
juridicos establecidos en la Constitución y restantes normas internas 
de los Estados miembros. Precisamente el TJCE, en la sentencia Van 
Gend en Loos de 1963 situó al Derecho comunitario en f o m  inde- 
pendiente a la legislación de 1- Estados miembros y en la sentencia 
Inteniationale Handelsgessdlschaft 9G extrajo importantes consecuen- 
aas de su autonomia rechazando recurrir a reglas o nociones jurídicas 
de Derecho nacional para la apreciación de la validez de los actos 
adoptados por las instituciones de la Comunidad, pues el derecho de- 
rivado nace de una fuente autónoma. 
Ei Tribunal comunitario se pronunció clara e inequívocamente a 

favor de la primacía de la norma comunitaria en la sentencia S'immen- 
thal 11 de 1978, porque el hecho de reconocer una eficacia jurídica 
a actos legislativos nacionales que invadan el ámbito en d que se 
ejerce el poder legislativo de la comunidad, o de cualquier otro modo 
incompatibles con las disposiciones del Derecho comunitario, equival- 
dria a negar el carácter efectivo de los compromisos incondicional e 

Sentencia de 5 de febrero de 1963, Van Gend en Loos, 26/62. 
Sentencia del 15 de julio de 1974, Costa vs. ENEL, 6/94. 

m Sentencia del 17 de diciembre de 1970, Internationale Handelsgessellschaft, 
11 170. 
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irrevocablemente asumidos por los Estados miembros, en virtud del 
Tratado, y pondrían en duda las bases mismas de la c~mun idad .~~  

Un tema tmal en el que el TJCE sustentó tesis de gran irnportan- 
cia es el referente a los derechos fundamentales o derechos humanos, 
en que ha construi~do su jurisprudencia sobre un triple fundamento: 
a) en la sentencia Sta~der,~s estableció que los derechos fundamentales 
de la persona están comprendidos dentro de los principios generales del 
Derecho comunitario; b) en la sentencia Internatimale Handelsges- 
sellchaft,gS el TJCE añadió que la protección de los derechos funda- 
mentales está inspirada en los principios constitucionales comunes de 
los Estados miembros y, por consiguiente, consolidó estos principios 
o tradiciones constitucionales comunes como fuente de inspiración, y 
c) la progresión cuantitativa y cualitativa en la utilización de los ins- 
trumentos jurídicocinternacionales de los que son partes los Estados 
miembrcs como elementos de referencia.lO0 Efectivamente, en la sentm- 
cia Nold,lOl d TJCE afirmó que los instrumentos internacionales rela- 
tivos a la protección de los derechos humanos, en los que los Estados 
miembros han cooperado o a los que se han adherido, pueden facili- 
tar  indicaciones que es preciso tener en cuenta en el marca del Derecho 
comunitario. 
:. El TJCE ha contribuido con su jurisprudencia a la consolidación 
del sistema jurisdiccional comunitario mediante una interpretación 
amplia de las no- relativas a su competencia. El TJCE, incluso, ha 
resuelto lagunas de dicho sistema para asegurar una protección judicial 
efectiva, como ocurrió con la sentencia Los Verdes lo2 en la que reco- 
mxió la posibilidad de interponer recurso de anulación contra los 
actos del Parlamento Europeo que prduzcan efectos contra terceros. 
De igual forma, ha sustentado jurisprudencia a fin de determinar com- 
petencia exclusiva de la comunidad en materia de política comercial 
comhn, medidas para conservación de los recurms marinos y d e t m i -  
nados aspectos de Derecho institucional comunitario.lo3 

97 Sentencia del 9 de marzo de 1978, Simmenthal, 106177. 
9s Sentencia del 12 de noviembre de 1969, Stauder, 26/69, p. 419. 
99 Citada anteriormente. 

Para un análisis pormenorizado de la protecci6n de los derechos humanos en 
el Derecho comunitario vid. CHUECA SANCHO, Angel G., "Los derechos fundamenta- 
les en al Comunidad Europea", UNIVERSIDAD DE ZARAGOZA, Derecho español y derecho 
comunitario europeo, Universidad de Zaragoza, 1987, pp. 61-120. 

101 Sentencia del 14 de mayo de 1974, Noud, 4/73, p. 491. 
102  Sentencia del 23 de abril de 1986, Los Verdes vs. Parlamento, 249183, p. 1339. 
103 MART~N Y P É w  DE NANCLARES, J., El sistema de competencias de la Unidn 

Eur+a, McGraw Hill, Madrid, 1997, p. 164. 
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La jurisprudencia del TJCE ha sido un pilar en la realización y 
fortalecimiento de otros muchos aspectos y principios del Derecho 
comunitario, mismos que no es posible analizar p r  razones de espacio 
en el presente trabajo. Sin embargo, mencionaremos algunos de ellos, 
a saber: a)  el derecho de establecimiento y de libre prestacibn de servi- 
cios; lo4 b) Medida de efecto equivalente a restricciones cuantitativas 
a la importación y a la exportación; lo5 C) la circulación de trabajado- 
res por cuenta ajena,lOG d) la libre circulación de mercancías; e) armo- 
nización fiscal, y f )  ayudas de Estado. 

De esta forma, la jurisprudencia del TJCE ha resultado fundamen- 
tal para la efectividad del Derecho comunitario y la consolidacibn del 
proceso de integra~ió#n.~07 

CONCLUSIONES 

El proceso de integración europeo no es reciente, sino que se inicia, 
de hecho, en las postrimerías de la segunda guerra mundial y, formal- 
mente, con la firma de la Comunidad Económica del Carbón y del 
Acero en 1951 y la firma de la Comunidad Económica Europea y la 
Comunidad Europea de la Energía Atómica en 1957. 

El orden político y jurídico comunitario se establece en base a los 
tratados constitutivos y las instituciones de las comunidades que mns- 
tituyen un verdadero sis'tema de pesos y contrapesos con poderes eje- 
cutivo, legislativo y judicial. 

El poder judicial comunitario se encuentra representado por el 
Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, d cual es un ver- 
dadero Grgano jurisdiccional en d ámbito de sus competencias. 

Las competencias del Tribunal de Justicia de las Comunidades Euro- 
peas incluyen el control de la violacibn al Derecho comunitario, el 
control de la legalidad de los actos u misiones de las instituciones, 

104 Vid. ABELLAN HONRUBIA, V., "La contribución de la jurisprudencia del TJCE 
a la realización del Derecho de establecimiento y la libre prestación de servicios", 
cn El Derecho Comunitario, pp. 771 y SS. 

105 Vid. LÓPU ESCUDERO, M., "La jurisprudencia Keck y Mithouard: una revisión 
del concepto de medida de efecto equivalente", RZE 1994, pp. 379 y ss. 

106 Vid. MANCINI, G. F., "La libre circulación de trabajadores por cuenta ajena 
en la jurisprudencia comunitaria", en El Derecho Comunitario, p. 712 y SS. 

RODR~CUEZ IGLESIAS, Gil Carlos, "La funcibn del Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas y los rasgos fundamentales del ordenamiento juridico comu- 
nitariu", Foro Indernacional, vol. XXXIII, abril-junio 1993, núm. 2, El Colegio de 
hléxico. pp. 375 y SS. 
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así como el examen de validez de los mismm, y la interpretación, en 
última instancia, del Derecho comunitaria 

El sistema jurídico comunitario se encuentra fundamentado en gran 
medida, al igual que el derecho anglosajón, a base de precedentes 
judiciales. Debido a la diversidad de sistemas jurídicos que confluyen 
en el Derecho comunitario, éste es un &tema mixto, con característi- 
cas del c o m m o n  law y del sistema romanmgermánico-francés. 

La jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Euro- 
peas ha tenido una gran relevancia en la aplicacibn del Derecho 
munitario y en el proceso de integración europea. 

La jurisprudencia dictada por el TJCE se integra por un sdo pre- 
cedente y por mayoría de votos de los miembros que la emiten, a sa- 
ber: el Pleno, las Salas a el Tribunal de Primera Instancia. La 
dictada por el Pleno es obligatoria para las Salas y la de ambos es obli- 
gatoria para el Tribunal de Primera Instancia. 

La jurisprudencia del TJCE dictada en procedimientos prejudicia- 
les tiene efectos erga ornnes y ex lunc, siendo obligatoria para todos 10s 
órganos jurisdiccionales de Ios Estados miembros. 

La Recopilación de Jurisprudencia del T r i b u n a l  de Justicia y del 
T r i b u n a l  de Pr imera  Instancia es la única fuente auténtica para citar 
la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, así como del Tribunal de 
Primera Instancia, aunque su publicación no constituye un elemento 
formal para su validez, 
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